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titución y la Ley, corresponde a los demandantes de
amparo.

El contenido de las cartas firmadas por el recurrente
en su condición de Presidente del Comité Local y en
cumplimiento del Acuerdo de la asamblea celebrada días
antes, se contrae a informar a los destinatarios de las
mismas sobre las conversaciones mantenidas con la
Alcaldía para la negociación, entre otros asuntos, de los
servicios extraordinarios a prestar por esa Policía, con
ocasión de las fiestas lustrales y a indicar que entre las
medidas de presión adoptadas está la de reclamar la
solidaridad de otros miembros del mismo Cuerpo ads­
critos a otros Ayuntamientos. En este sentido, en la pri­
mera carta se dice que "somos conocedores que por
parte de la Alcaldía se ha solicitado que miembros del
personal de su mando se desplacen hasta Santa Cruz
(... ) solicitamos de esa jefatura se solidarice con nuestra
postura y por compañerismo informe a sus agentes, pues
una de las medidas a adoptar es que no se produzca
tal refuerzo».

En la segunda carta, remitida al Sargento de la Policía
de San Bartolomé de Tirajana, tras solicitar también su
solidaridad, se le sugiere que se abstenga de aceptar
la propuesta del Ayuntamiento para trasladarse a la isla
a fin de hacerse cargo del mando de la policía local
con ocasión de las fiestas.

A la vista del texto de estas cartas, ha de concluirse
que supusieron un ejercicio legítimo del derecho de liber­
tad sindical. En efecto, se limitaban a sugerir que se
adoptasen conductas lícitas que, en modo alguno, impli­
can un quebrantamiento de la disciplina que debe pre­
sidir el funcionamiento de los Cuerpos de Policía Local.
La Sentencia de la Sala del Tribunal Superior de Justicia,
excluye, como ya se ha dicho, que las citadas cartas
supusieran una "participación concertada con el fin de
alterar el normal funcionamiento de los servicios» según
el tipo configurado en el arto 27.3.1 de la Ley Orgánica
2/1986 por lo que esta cuestión queda forzosamente
excluida del objeto del amparo. Pero, por otra parte,
y con referencia a la sanción concreta que resulta de
la Sentencia, tampoco cabe apreciar que la actuación
del recurrente excediera del ejercicio de su derecho de
libertad sindical, en los términos arriba expuestos, y
representara una conducta constitutiva de falta de las
previstas en el art. 27.4 de la misma ley. En ningún
momento se incita a la desobediencia a las órdenes de
la superioridad, sino que, de lo que resulta de los escritos
en cuestión, se limitan a pedir la no aceptación de pro­
puestas para la prestación voluntaria de servicios adi­
cionales en el Municipio del recurrente. En esos términos
se expresó el recurrente no sólo en el caso del Sar­
gento-Jefe de San Bartolomé de Tirajana, sino también
en lo que se refiere a los poliCías locales de Santa Cruz
de Tenerife: en ambos supuestos las cartas aluden a
"propuestas» y "solicitudes» de desplazamiento. Por con­
siguiente, la no aceptación voluntaria de tales propuestas
por el policía interesado sólo puede ser considerada
como una opción legalmente legítima, y nunca como
un incumplimiento de las órdenes de la superioridad,
que sí sería jurídicamente sancionable.

Siendo ello así, no se alcanza a comprender (ni la
Sala de lo Contencioso justifica en sus razonamientos)
cómo la sugerencia formulada por el recurrente, invi­
tando a otros compañeros a que, por razones de soli­
daridad sindical, adopten libremente una decisión legal­
mente posible. pueda constituir una llamada a la indis­
ciplina. Esa apelación a la conciencia de cada uno de
los destinatarios de las cartas para que obren en con­
secuencia con la información que se les remite cuando
tengan conocimiento de las peticiones de desplazamien­
to. no puede ser considerada como una conducta inten-

cionalmente tendente a poner en peligro la seguridad
ciudadana, pues ante la hipótesis de rehusarse la pro­
puesta voluntaria, siempre se podría ordenar por las auto­
ridades correspondientes la obligatoriedad del servicio;
sin que el recurrente incitase en sus cartas al incum­
plimiento de lo que ahora sr sería un deber cuyo des­
conocimiento podría generar medidas disciplinarias y
afectar a la seguridad ciudadana y a las necesidades
del servicio. Por consiguiente, la conducta del actor se
desatrolló dentro de los márgenes legales que delimitan
el ejercicio del derecho de información sindical ampa­
rado por el art. 28.1 de la C.E., lo que conduce a la
estimación de la presente demanda de amparo.

En razón de todo ello, debemos concluir que la con­
ducta del recurrente no excede los límites legalmente
establecidos al ejercicio de su derecho de acción sindical,
por lo que las resoluciones impugnadas, al considerarla
sancionable, han lesionado el derecho fundamental que
le garantiza el art. 28.1 de la Constitución.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Eduardo Pérez
Pérez y por el Sindicato Profesional de la Policía Local
de Santa Cruz de La Palma, y en su virtud,

1.° Reconocer el derecho del recurrente a la libertad
sindical.

2.° Declarar la nulidad de la Resolución del Ayun­
tamiento de Santa Cruz de La Palma de 30 de julio
de 1990 y de la Sentencia dictada por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus­
ticia de Canarias, con sede en Tenerife, de 2 de abril
de 1992.

Publíquese esta Sentencia en el "Boletrn Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a diecisiete de octubre de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Oraz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

25565 Sala Segunda. Sentencia 274/1994, de 17
de octubre de 1994. Recurso de amparo
1.173/1992. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Alicante que revocó la abso­
lutoria dictada por el Juzgado de Instrucción
número 2 de la misma ciudad, dimanante de
diligencias previas del Juzgado de Instrucción
número 4 de Alicante, en causa sobre intru­
sismo. Vulneración del principio de legalidad
penal: aplicación extensiva del tipo definido
en el art. 32 1. 1 del Código Penal.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Oíaz Eimil, don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
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Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.173/92, promovido
por don Alejandro Doce Corcer y don Juan José Giner
Senabre, representados por el Procurador de los Tribu­
nales don Juan Antonio García San Miguel y Orueta y
asistidos por el Letrado don José Manuel Gómez Robles,
contra la Sentencia de la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Alicante, de 10 de febrero de 1992, que
revocaba la absolutoria de 28 de septiembre de 1991,
dictada por el Juzgado de instrucción núm. 2 de Alicante,
dimanante de las diligencias previas 2.170/90 del Juz­
gado de Instrucción núm. 4 de la misma ciudad, en causa
sobre intrusismo. Ha sido parte el Colegio Oficial de
Agentes de la Propiedad Inmobiliaria de Alicante. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Exc­
mo. señor Magistrado don Alvaro Rodríguez Bereijo,
qUien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 6 de
mayo de 1992, don Juan Antonio García San Miguel
y Orueta, Procurador de los Tribunales, en nombre y
representación de don Alejandro Doce Corcer y don Juan
José Giner Senabre, interpone recurso de amparo contra
la Sentencia de la Sección Primera de la Audiencia Pro­
vincial de Alicante de 10 de febrero de 1992, que revo­
caba la absolutoria de 28 de septiembre de 1991, dic­
tada por el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Alicante,
dimanante de las diligencias previas 2.170/90 del Juz­
gado de Instrucción núm. 4 de la misma ciudad, en causa
sobre intrusismo.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El procedimiento tuvo su origen en la querella
interpuesta contra los ahora recurrentes en amparo, por
el Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria
de. Alicante, por presunto delito de usurpación de título
o intrusismo, que por turno de reparto correspondió al
Juzgado de Instrucción núm. 4 de la misma ciudad, ini­
ciándose las diligencias previas 2.170/90.

bl Tras la realización de la instrucción y habiendo
entrado en vigor la l.O. de 26 de febrero de 1991, se
acordó la continuación de la tramitación como proce­
dimiento abreviado 82/90. En el plazo concedido, se
formuló el correspondiente escrito de defensa en el que,
como cuestión previa, se solicitó el planteamiento de
una cuestión prejudicial comunitaria. La Sentencia del
Juzgado de Instrucción núm. 2 de Alicante, de 28 de
septiembre de 1991, desestimó la cuestión previa y dictó
Sentencia absolutoria.

cl El Ministerio Fiscal y la acusación particular pre­
sentaron sendos recursos de apelación ante la Audiencia
Provincial de Alicante. Los hoy recurrentes en amparo,
solicitaron, de nuevo, el planteamiento de una cuestión
prejudicial comunitaria. Por Sentencia de 10 de febrero
de 1992, la Audiencia denegó el planteamiento de dicha
cuestión y estimó los recursos de apelación interpuestos,
revocando la Sentencia anterior y condenando a don
Alejandro Doce Corees y don Juan José Giner Senabre
como autores de un delito de intrusismo, a la pena, cada
uno de ellos, de seis meses y un día de prisión menor,

accesorias legales y pago por mitad de las costas pro­
cesales de primera instancia.

3. Contra dicha Sentencia se interpone recurso de
amparo, interesando su nulidad, así como la suspensión
de su ejecución.

En la demanda de aduce vulneración de los arts. 24.1,
24.2, 25.1 Y 14 C.E., este último, en relación con el
arto 9.3 de la misma. En relación con su derecho a la
tutela judicial efectiva sin indefensión, establecido en
el art. 24.1 CE, entienden los actores que les ha sido
vulnerado al denegar la Sentencia el planteamiento de
la cuestión prejudicial comunitaria, de conformidad con
lo dispuesto en el art. 177 del Tratado Constitutivo de
la Comunidad Económica Europea, acerca de la com­
patibilidad del Real Decreto 1.464/1988, de'2 de diciem­
bre, en el que se atribuye la exclusividad de las acti­
vidades en el sector inmobiliario a los Agentes de la
Propiedad Inmobiliaria y a los Administradores de Fincas,
con lo dispuesto en los arts. 1, 2 y 3 de la Directiva
del Consejo 67/43/CEE, relativa a la realización de la
libertad de establecimiento y de la libre prestación de
servicios para las actividades no asalariadas incluidas
en el sector de los negocios inmobiliarios; denegación
que, a su vez, vulnera el derecho a utilizar los medios
pertinentes para su defensa. reconocido en el art. 24.2
C.E., por cuanto la respuesta que a la misma le pudiera
ofrecer el Tribunal de Justicia Europeo resultaba deter­
minante para el enjuiciamiento penal de la conducta atri­
buida a los recurrentes.

El art. 24.2 C.E., que reconoce la presunción de ino­
cencia, también habría sido infringido al haber modi­
ficado la Sentencia, en contra de los principios de media­
ción, contradicción e inmediatez, la valoración de la prue­
ba realizada por el Juzgador de primera instancia, con­
traviniendo lo dispuesto en el art. 741 de la L.E.C.

Respecto de los motivos de amparo del arto 25 C.E.,
la demanda alega que sus representados han sido con­
denados en virtud de una interpretación extensiva del
art. 321 del C.P. y del Decreto 3.248/1969. En este
sentido, se aduce que la legislación vigente, cuando se
incoaron las diligencias y en la actualidad, es única y
exclusivamente la que dimana del Decreto de 4 de
diciembre de 1969, que no exige titulación académica;
por ello, siendo el arto 321 del C.P. exclusivo para las
profesiones con título académico, en atención al exceso
cometido en su redacción, es evidente que dicho pre­
cepto no es de aplicación al presente caso, o lo que
es lo mismo, que no existe precepto legal alguno que
tipifique de delito o falta los hechos enjuiciados.

Por último, y en relación con el art. 14 C.E.. destaca
la demanda que, por una parte, se produce violación
del principio de igualdad ante la Ley, porque dos pro­
cedimientos semejantes en aplicación de un mismo pre­
cepto legal. como lo son el que nos ocupa y el tramitado
ante el Juzgado de lo Penal núm. 2 de Toledo (Sentencia
de 17 de diciembre de 1991 l, terminan por Sentencias
firmes con fallos completamente distintos; mientras el
presente condena a los recurrentes, el tramitado en Tole­
do declaró la absolución. Por otra parte, se citan en la
demanda ejemplos de varias resoluciones firmes, por
las que, en semejante supuesto, ni siquiera se llega al
procedimiento abreviado o a la celebración del juicio
oral. Y, en fin, se pone de manifiesto que el propio Tri­
bunal Supremo carece, en este tema, de una jurispru­
dencia uniforme. Por todo ello, concluyen las deman­
dantes en esta cuestión, que los principios de seguridad
jurídica y de igualdad se ven notablemente perturbados,
pues ante hechos y supuestos fácticos idénticos no exis­
te un pronunciamiento claro por parte del Poder Judicial.
En consecuencia, se vulnera el arto 9.3 en relación con
lo dispuesto en el art. 14 C.E., puesto que según sea
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la vecindad del querellado, podrá no ser admitida a trá­
mite la querella, podrá dictarse un sobreseimiento pro­
visional o ·Iibre. podrá .ser absuelto de las imputaciones
o ser condenado; y todo ello en relación a idénticas
actividades:

4. Mediante providencia, de 19 de octubre de 1992,
la Sección Tercera de la Sala Segunda de este Tribunal,
acordó admitir a trámite la demanda, y se requirió a
los órganos judiciales en los que se habían practicado
las actuaciones controvertidas, la remisión por testimo­
nio de las actuaciones. interesando, al propio tiempo,
el emplazamiento de cuantos fueron parte en el proceso
judicial antecedente, para comparecer ante este Tribunal
en el plazo de diez días. en aplicación de lo dispuesto
en el art. 51 de la LOTC. Mediante providencia de la
misma fecha, la Sección Tercera acordó formar la corres­
pondiente pieza para la tramitación del incidente de sus­
pensión, y, de COnformidad con el art. 56 LOTC, conceder
un plazo común de tres días a la parte recurrente y
al Ministerio Fiscal para que alegasen lo pertinente sobre
dicha suspensión.

5. Con fecha de 16 de noviembre de 1992, la Sala.
en la pieza de suspensión sustanciada. dictó Auto por
el que se acordaba suspender la ejecución de la Sen­
tencia de 10 de febrero de 1992 de la Sección Primera
de la Audiencia Provincial de Alicante. en lo concerniente
a las penas privativas de libertad y accesorias impuestas
a los· recurrentes.

6. En fecha 17 de diciembre de 1992. la Sección
Tercera, dictó providencia acordando tener por perso­
nado y parte en el procedimiento al Procurador, don
Santos de Gandarillas Carmona en nómbre y represen­
tación del Colegio Oficial <;le. Agentes de la. Propiedad

'Inmobiliaria de Alicante, acordándose entender cOn él
los sucesivos trámites; acusar recibo de las actuaciones
y dar vista de las mismas a las partes personadas y
al Ministerio Fiscal para que. en el plazo común de veinte
días, presentaran las alegaciones que estimasen perti­
nentes, conforme determina el art. 52.1 LOTC.

7. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
18 de enero de 1993, la representación procesal del
recurrente. presentó sus alegaciones reiterando básica­
mente los argumentos vertidos en la demanda de ampa­
ro y planteando. además, una cuestión de inconstitu­
cionalidad. a tenor de lo dispuesto en el arto 163 C.E.,
contra el Reglamento de los Colegios Oficiales de Agen­
tes de la Propiedad Inmobiliaria. aprobado por el Decreto
3.248/1969. de 4 de diciembre.

8. El 21 de enero de 1993 registró ante este Tri­
bunal, el Procurador don Santos de Gandarillas Carmona,
en nombre del Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad
Inmobiliaria de Alicante, el escrito de alegaciones inte­
resando la desestimación del amparo en base a los
siguientes argumentos; Se aduce, de forma previa. la
falta de cumplimiento del requisito establecido en el arto
44.1 c) LOTC, por parte de la demanda de amparo,
al no haber invocado los derechos presuntamente vul­
nerados ni a lo largo del proceso de instancia, ni en
la apelación. Por otra parte. y en cuanto al análisis del
fondo de la cuestión. se manifiesta en primer lugar y
en relación con la supuesta infracción del arto 24.1
y 2 C.E.. que no puede decirse. a la vista de que el órgano
judicial en ningún momento abrigó dudas sobre la inter­
pretación que había de darse a las normas comunitarias
alegadas por el recurrente ni sobre su falta de aplicación
al caso enjuiciado, que la denegación del planteamiento
ante el Tribunal de Justicia. Europeo de la cuestión pre­
judicial. haya supuesto una vulneración del derecho a

la tutela judicial efectiva. Y en segundo lugar. no siendo
las disposiciones de la Directiva 67/43/CEE de aplica­
ción al caso enjuiciado. necesariamente ha de concluirse
que la omisión de planteamiento ante el T.J.C.E de una
cuestión prejudicial sobre la compatibilidad de las mis­
mas con el Real Decreto 1.464/1988 no ha supuesto
vulneración alguna del derecho a la tutela judicial efec­
tiva o del derecho a utilizar los medios de prueba per­
tinentes.

Sobre la supue,sta infracción del art. 25 C.E. se estima
que la subsunción de la conducta enjuiciada en el tipo
delictivo contenido en el art. 321.1 C.P., realizada en
virtud de una cierta interpretación del mismo, constituye
una cuestión de legalidad ordinaria no revisable en sede
constitucional.

y por último, en relación con la posible infracción
del arto 14 C.E., se aduce que es claro que no puede
alegarse la igualdad de trato cuando en los ejemplos
citados de contrario resalta que los supuestos de hecho,
las causas de pedir y las circunstancias de los casos
fueron distintos al que ahora se examina. Además para
apreciar infracción de este precepto no basta con ale­
gario. sino que hay que señalar también un término de
comparación; término de comparación el- alegado que
no es válido por no ser la Sentencia del mismo órgano
judicial que la ahora impugnada.

9. El Ministerio Fiscal, mediante escrito registrado
- en este Tribunal el 21 de enero de 1993, interesó la
denegaciÓn del amparo remitiéndose en un todo a las
alegaciones formuladas en los recursos de amparo
núms. 1.634/92. 2.069/92 y 1.173/92 de esta misma
Sala y 1.633/92 de la Sala Primera.

10. Por providencia, de 13 de octubre de mil nove­
cientos noventa y cuatro. se señaló para la deliberación
y votación de la presente Sentencia el día 17 del mismo
mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

Unico. Antes de entrar en el examen de los distintos
motivos de impugnación en que se fundamenta la
demanda de amparo, han de desestimarse, con carácter
previo' dos pretensiones, una planteada ex novo por el
recurrente, y otra planteada por el representante del
Colegio de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria. Es mani­
fiesta la improcedencia del planteamiento por el
recurrente de una cuestión de inconstitucionalidad direc­
tamente ante este Tribunal en relación con el Decreto
3.248/1969, de 4 de diciembre,· lo que corresponde
exclusivamente a los Jueces y Tribunales, de oficio o
a instancia de parte, cuando consideren que una norma
con rango de Ley (lo que, por demás, aquí no ocurre),
que sea aplicable al caso y de cuya validez dependa
el fallo, pueda ser contraria a lá Constitución (arts. 163
C.E., 35.1 y 27.2 LOTC). y es también manifiesta la impro­
cedencia de la petición de inadmisión del recurso de
amparo que formula la representación del Colegio men­
cionado, relativa a la falta del requisito procesal previsto
en el arto 44.1 c) LOTC. La presunta violación de los
derechos alegados por los recurrentes solo fue conocida
una vez dictada la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Alicante, habida cuenta que la Sentencia de instancia
era absolutoria. Por lo tanto, la invocación de los dere­
chos alegados por los recurrentes se ha llevado a cabo
en el momento procesal oportuno.

De las diversas vulneraciones de derechos fundamen­
tales invocadas en el presente recurso de amparo pro­
cede examinar, en primer lugar, la relativa a la pretendida
infracción del principio de legalidad penal por parte de
la Sentencia impugnada, por haber condenado al
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recurrente en virtud de una interpretación extensiva del
término «título», utilizado por el arto 321.1 C.P., que resul­
ta incompatible Can las exigencias derivadas del derecho
contenido en el arto 25.1 C.E., pues de estimarse que
ese derecho ha sido en efecto vulnerado, la consiguiente
concesión del amparo por este motivo haría innecesaria
la consideración de los restantes derechos fundamen­
tales cuya violación se alega en la demanda.

El Pleno de este Tribunal ha declarado recientemente
en la STC 111/1993 (y con posterioridad SSTC
131/1993,132/1993,239/1994), pronunciada en un
recurso de amparo cuyos presupuestos y motivos coin­
cidían sustancialmente con los expuestos en el asunto
que ahora se decide, que la subsunción en el art. 321.1
C.P. de la conducta consistente en ejercer actos propios
de la profesión de Agente de la Propiedad Inmobiliaria,
sin poseer el correspondiente título oficial, obedece a
una interpretación extensiva de dicho precepto incom­
patible con las exigencias dimanantes del principio de
!egalidad penal, consagrado en el art. 25.1 C.E., en virtud
de las cuales el «títuio» al que dicha norma se refiere
ha de identificarse con un «título académico». Por con­
siguiente, no presentando tal condición, el título reque­
rido para ejercer la profesión de Agente de la Propiedad
Inmobiliaria no puede calificarse de delito de intrusismo
la conducta de quien realizare los actos propios de dicha
profesión careciendo de la capacitación oficial que para
ello se requiere.

Debe, por ello, concluirse que, al condenar a los
recurrentes como autores de los delitos tipificados en
el art. 321.1 C.P., la Sentencia impugnada ha llevado
a cabo una interpretación extensiva in malam partem
del término «título», contenido en dicho precepto, que
no es conforme a los principios y valores constitucio­
nales. Esta aplicación extensiva del tipo penal. frente
a lo que sostienen el Colegio de Agentes de la Propiedad
Inmobiliaria y el Ministerio Fiscal, no constituye una
cuestión de mera legalidad ordinaria, sino que, por el
contrario, incide en el contenido constitucional del prin­
cipio de legalidad penal. lo que lleva a la estimación
del presente recurso de amparo por infracción del
arto 25.1 C.E.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Alejandro Doce
Corcer y don Juan José Giner Senabre y. en su virtud:

1.0 Reconocer el derecho de los recurrentes a no
ser condenados por un hecho que no constituya delíto

2.0 Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Alicante de 10
de febrero de 1992.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de octubre de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-Garles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

25566 Sala Segunda. Sentencia 275/1994, de 17
de octubre de 1994. Recurso de amparo
1.556/1992. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Salamanca que desestimó recur­
so de apelación interpuesto contra el dictado
por el Juzgado de Instrucción de Peñaranda
de Bracamonte, denegatorio del embargo soli­
citado contra los condenados en juicio de fal­
tas para asegurar el pago de los intereses lega­
les del 20 por 100 previstos en la Ley Orgá­
nica 3/1989. Supuesta vulneración de los
derechos a la igualdad y a la tutela judicial
efectiva: Cuestión de legalidad.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.556/92, promovido
por don Miguel Angel Calleja Sánchez y doña María
Nieves de Dios de Dios, el primero Abogado en ejercicio
y la segunda Licenciada en Derecho, en nombre propio
y en el de su hijo, menor de edad, Miguel Angel Calleja
de Dios, contra el Auto del Magistrado unipersonal de
la Audiencia Provincial de Salamanca, de 21 de mayo
de 1992, que desestimó el recurso de apelación inter"
puesto contra el Auto del Juzgado de Instrucción de
Peñaranda de Bracamonte, de 30 de marzo de 1992,
denegatorio del embargo solicitado contra los conde­
nados en el juicio de faltas núm. 80/90, para asegurar
el pago de los intereses legales del 20 por 100 previstos
en la disposición adicional tercera de la Ley Orgánica
3/1989, de 21 de junio, de Reforma del Código Penal.
Han sido parte la Sociedad Civil «Mutua Madrileña de
Taxis», representada por el Procurador don Francisco
Reina Guerra y asistida por el Letrado don Emilio Jara
Rivas, y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis­
trado don Caries Viver Pi-Sunyer, quien expresa el pare­
cer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 13 de
junio de 1992, don Miguel Angel Calleja Sánchez y doña
María Nieves de Dios de Dios, el primero Abogado en
ejercicio y la segunda Licenciada en Derecho, en nombre
propio y en el de su hijo menor de edad Miguel Angel
Calleja de Dios, interponen recurso de amparo contra
el Auto del Magistrado Unipersonal de la Audiencia Pro­
vincial de Salamanca. de 21 de mayo de 1992, que
desestimó el recurso de apelación interpuesto contra
el Auto del Juzgado de Instrucción de Peñaranda de
Bracamonte, de 30 de marzo de 1992, denegatorio del
embargo solicitado contra los condenados en el juicio
de faltas núm. 80/90, para asegurar el importe de los
intereses legales del 20 por 100 previstos en la dis­
posición adicional tercera de la Ley Orgánica 3/1989,
de 21 de junio. Alegan vulneración del derecho de igual­
dad en la aplicación de la ley (art. 14 C.E.) y del derecho
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda'
son. sucintamente expuestos, los siguientes:


